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mente aunque no concurran en él las condiciones, cualidades 
o relaciones, si concurren en la entidad o persona jurídica; por 
ello se entiende por la doctrina jurídica, que las personas ju-
rídicas tienen verdadera entidad real, como sujetos o titulares 
de derechos y lo que constituiría una ficción sería la aplicación 
de la pena a sus componentes directores o representantes, 
cuya voluntad se halla, posiblemente, en desacuerdo con la 
voluntad colectiva. En el derecho administrativo se admite la 
responsabilidad directa de las personas jurídicas, reconocién-
doles capacidad infractora, lo cual, no significa que para el 
caso de las infracciones administrativas perpetradas por per-
sonas jurídicas, se haya suprimido el elemento subjetivo de la 
culpa, sino que se ha de aplicar necesariamente de forma dis-
tinta; lo cual, como afirma la Sentencia del Tribunal Supremo 
de 19 de diciembre de 1994, no comporta preterición del 
principio de culpabilidad, ni del de personalidad de la sanción, 
sino acomodación de estos principios a la responsabilidad por 
infracciones administrativas de las personas jurídicas, en las 
que falta el elemento volitivo en sentido estricto, pero no la 
capacidad de infringir las normas a las que están sometidas, 
ya que se encuentran obligadas, por exigencia de su misma 
naturaleza, a actuar por medio de personas físicas. La misma 
solución, se encuentra recogida en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional 246/1991, de 19 de diciembre, al establecer 
que la atribución de la autoría de la infracción administrativa 
a la persona social, nace de la propia naturaleza de ficción 
jurídica a la que responden estos sujetos, en los que la re-
prochabilidad directa de la infracción deriva del bien jurídico 
protegido por la norma que se infringe y la necesidad de que 
dicha norma, sea realmente eficaz, y del riesgo que, en con-
secuencia, debe asumir la persona jurídica, que está sujeta al 
cumplimiento de dicha norma.

La culpabilidad de las personas jurídicas debe ponerse en 
conexión con su objeto social: según el que tenga, debe cono-
cer la normativa que la rige, por lo que no cabe en este caso 
admitir su falta de culpabilidad.

Cuarto. Sobre el derecho a presentar alegaciones en nin-
gún momento se le ha vulnerado y, de hecho, las ha presentado 
tanto al acuerdo de inicio (folios 13 y siguientes del expediente) 
como a la propuesta de Resolución (folios 35 y siguientes). Otra 
cosa es que se tengan en cuenta necesariamente; como bien 
dice la entidad recurrente, el artículo 35 e) de la LRJAP-PAC 
reconoce el derecho de los ciudadanos a formular alegaciones y 
a aportar documentos en cualquier fase del procedimiento ante-
rior al trámite de audiencia, que deberán ser tenidos en cuenta 
por el órgano competente al redactar la propuesta de resolu-
ción y en este caso la propuesta es muy detallada a la hora de 
analizar las alegaciones hechas. 

Quinto. En cuanto a la cuantía de la sanción, el artículo 
74 de la Ley 13/2003, de 17 de diciembre, de defensa y pro-
tección de los consumidores y usuarios de Andalucía, permite 
para este tipo de infracciones leves la imposición de multas 
entre 200 y 5.000 euros. La Sentencia del Tribunal Supremo 
de 8 de marzo de 2002 nos señala que no es siempre posi-
ble cuantificar, en cada caso, aquellas sanciones pecuniarias 
a base de meros cálculos matemáticos y resulta, por el con-
trario, inevitable otorgar (...) un cierto margen de apreciación 
para fijar el importe de las multas sin vinculaciones aritméticas 
a parámetros de «dosimetría sancionadora» rigurosamente 
exigibles. En este caso, hay que tener en cuenta que son tres 
las infracciones, dos de ellas sancionadas con 500 euros y la 
tercera con 2.000, en todos los casos están más cerca del 
límite inferior que del superior de las posibles, por lo que no 
procede su revisión.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por doña 
Débora Labarta Castro, en representación de Arcon Patrimo-
nial, S.A. contra la Resolución del Delegado del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Granada, de fecha referenciada, y en 
consecuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel
Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso de 
alzada interpuesto por don Carlos María Hidalgo Santa 
Cruz, recaída en el expediente S-PA-GR-000306-06.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de 
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, e intentada sin efecto la notificación personal al 
recurrente Carlos María Hidalgo Santa Cruz de la resolución 
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Delegada del Go-
bierno de la Junta de Andalucía en Granada, por la presente 
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido 
practicar en su domicilio reproduciéndose a continuación el 
texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a 19 de diciembre de 2008.
Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los si-

guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 4 de junio de 2007 la Ilma. Sra. Dele-
gada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada dictó 
una resolución por la que se impuso al recurrente tres sancio-
nes por un importe total de 6.000 euros (2.000+2.000+2.000 
euros) al considerarle responsable de tres infracciones (a los 
arts. 3, 4.1.c), 8.4 y 17.1 de la Ley 11/2003, de 24 de noviem-
bre, de Protección de Animales). Dichas infracciones fueron ti-
pificadas como faltas graves a tenor de lo dispuesto en el art. 
39.b) (no realizar las vacunaciones y tratamientos obligatorios 
previstos en la normativa aplicable), art. 39.c) (no mantener a 
los animales en buenas condiciones higiénico-sanitarias o en las 
condiciones fijadas por la normativa aplicable), y 39.t) (la pose-
sión de animales no registrados ni identificados).

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que el día 19 de enero de 2006, a las 17,00 ho-
ras, en la finca El Chaparral de Cartuja, de Albolote (Granada), 
el recurrente se hallaba en posesión de 22 perros, careciendo 
de la cartilla sanitaria e identificación y registro y, diez de ellos, 
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en el interior de dos vehículos en condiciones inadecuadas 
desde el punto de visto higiénico-sanitario y para prestarles 
los cuidados y atención necesarios que exigen sus necesida-
des fisiológicas y etológicas.

Segundo. Contra la citada Resolución interpuso el intere-
sado un recurso de alzada cuyas alegaciones, por constar en 
el expediente, se dan por reproducidas. 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso de 
alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, y 115 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía.

Segundo. En relación con la alegación del recurrente res-
pecto a la falta de notificación del acuerdo de inicio del expe-
diente sancionador, se ha de señalar que a tenor de los datos 
disponibles en el expediente, dicho acuerdo de iniciación (de 
fecha 31.1.2007) se intentó notificar a través del Servicio de 
Correos y Telégrafos en el domicilio del recurrente, los días 
9.2.2007 y 12.2.2007, con el resultado de “ausente”. Igual-
mente consta en el sobre correspondiente un sello donde se 
puede leer “sobrante no retirado en oficina”. Ante tal circuns-
tancia y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 59.5 de la Ley 
30/1992, se procedió a su publicación en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía (BOJA núm. 65, de 2.4.2007), y en el ta-
blón de edictos del Ayuntamiento de Granada (de 28 de marzo 
al 16 de abril de 2007).

Consecuentemente no pueden aceptarse las alegaciones 
del recurrente acerca de que se le ha causado indefensión.

Tercero. En relación con las alegaciones realizadas por el 
recurrente sobre los hechos se ha de señalar, en primer lugar, 
que a tenor de las mismas, parece que se está refiriendo sólo 
a la infracción tipificada en el art. 39.c) (no mantener a los 
animales en buenas condiciones higiénico-sanitarias o en las 
condiciones fijadas por la normativa aplicable).

En segundo lugar, se ha de señalar que sobre la veraci-
dad de los hechos constatados por agentes de la autoridad 
hay que tener en cuenta lo dispuesto en el artículo 137.3 de la 
Ley 30/92, en relación con el art. 17.5 del R.D. 1398/1993, 
de 4 de agosto, por el se aprueba el Reglamento del Proce-
dimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, los 
cuales contienen la llamada “presunción de veracidad de los 
actos administrativos”.

No obstante, dicha “presunción” no encierra sino una 
suerte de prueba documental privilegiada, en tanto que se 
otorga legalmente al contenido de ciertos documentos la vir-
tualidad de fundamentar por sí solos una resolución admi-
nistrativa sancionadora, siempre que dicho contenido no sea 
desvirtuado por otros resultados probatorios de signo contra-
rio, cuyo señalamiento o aportación corresponde al presunto 
responsable.

Varios son los fundamentos de esta presunción. En pri-
mer lugar, el de la eficacia de la actuación administrativa. Ade-
más, dicha eficacia se ve reforzada con la garantía que supone 
la especialización de los funcionarios y la imparcialidad que a 
estos se les supone. En segundo lugar, la dificultad que existe, 
en determinados casos −como es el que nos ocupa− de acre-
ditar una infracción administrativa “a posteriori”. Tal supuesto 
acontece respecto a hechos fugaces, irreproducibles como 
tales en el procedimiento sancionador, que son presenciados 
directamente por los agentes de la autoridad o acontece tam-
bién con aquellos hechos cuya demostración difícilmente po-

dría alcanzarse por otros medios que no sean la declaración 
del propio funcionario que ha presenciado su comisión.

En todas estas hipótesis es natural que el ordenamiento 
jurídico reaccione estableciendo la prevalencia de la declara-
ción del funcionario público, subjetivamente desinteresado en 
el objeto del procedimiento, por encima de la del administrado, 
directamente interesado en que no se le sancione.

Pues bien, en el presente expediente, consta en el parte 
remitido por la Guardia Civil que dos agentes denunciaron al 
recurrente por poseer 22 perros, no habiendo efectuado la ins-
cripción en el censo del Ayuntamiento correspondiente, care-
ciendo de alguno de los métodos de identificación y de cartillas 
sanitarias, manteniendo a 10 de ellos en instalaciones indebi-
das desde el punto de vista higiénico-sanitario, e inadecuado 
para la práctica de los cuidados y la atención necesarios que 
exigen sus necesidades fisiológicas y etológicas (5 perros se 
encuentran en el interior de un vehículo y otros 5 en el interior 
de otro vehículo encerrados, adjuntándose fotografías), 5 en el 
interior de una nave y otros 7 sueltos.

Frente a ello el recurrente, que no efectuó alegaciones al 
acuerdo de iniciación, se limita a señalar que él era el dueño 
simplemente de los 10 perros que se encontraban dentro de 
los vehículos, siendo los demás vagabundos, habiendo pedido 
reiteradamente al Ayuntamiento que los recogiera. En cuanto 
a sus perros, manifiesta que estaban perfectamente atendi-
dos y que si estaban dentro de los coches era porque era el lu-
gar donde les gustaba estar, no estando encerrados. Al mismo 
tiempo con ello los controlaba y evitaba que se los robaran. 
El día que fueron los agentes, los animales salieron de los ve-
hículos y se volvieron a subir a los 10 minutos tras un paseo. 
Como prueba manifiesta aportar una cinta de vídeo.

Fundamentado en todo lo anterior, hay que concluir que, 
en el caso que nos ocupa, los hechos imputados deben ser 
tenidos por ciertos al haber sido objeto de comprobación por 
inspección directa de los agentes que formularon la denun-
cia, y no deducir el interesado en las actuaciones hasta ahora 
practicadas prueba suficiente que los desvirtúe, ya que nada 
prueba las simples alegaciones realizadas, debiéndose añadir 
que la única prueba a la que se refiere el recurrente en su re-
curso (cinta de video), en realidad no fue aportada, tal y como 
consta en el Listado de Minutas de la Consejería de Justicia 
y Administración Pública (Delegación Provincial de Granada), 
lugar donde presentó el recurso.

Consecuentemente, queda probado que 10 perros (los 
que el recurrente reconoce como suyos) se encontraban, en 
el interior de dos vehículos (con las puertas cerradas según 
se desprende de las propias declaraciones del recurrente –la 
Guardia Civil abrió las puertas– y de las fotografías).

Tal acumulación de animales en tan poco espacio (cinco 
perros en dos vehículos utilitarios pequeños), resulta evidente 
que no puede ser entendida adecuada desde el punto de vista 
higiénico-sanitario y para prestarles los cuidados y atención 
necesarios que exigen sus necesidades fisiológicas y etológi-
cas, máxime cuando se encuentran encerrados.

Consecuentemente, se aprecia una infracción a lo dis-
puesto en el art. 4.1.c) de la citada Ley 11/2003, infracción 
debidamente tipificada en su art. 39.c).

Cuarto. En relación con la infracción consistente en la po-
sesión (en el preciso instante de la denuncia 19.1.2006), de 
22 perros que se encontraban sin identificar y registrar se ha 
de señalar, en primer lugar, que dicho hecho se considera pro-
bado dada la presunción de veracidad de que goza la denun-
cia y la carencia de la aportación de prueba alguna en contra. 
Dichos hechos se encuentran debidamente tipificados como 
falta grave en el art. 39.t) de la Ley 11/2003.

Por otra parte, y en relación con el recurso de alzada in-
terpuesto por el interesado contra la resolución del expediente 
sancionador núm. GR-53/07-PA (S.L.2008/55/618), se ha de 
señalar que la documentación presentada con el correspon-
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diente recurso no debe ser admitida en el presente recurso de 
alzada, ya que ha sido incorporada fuera del plazo previsto en 
el presente expediente para ello.

No obstante, dicha documentación, que por otra parte 
se trata de fotocopias no compulsadas (art. 46.2 de la Ley 
30/1992), pone de manifiesto la identificación de sólo ocho 
perros (de los 22 que se le imputan). En segundo lugar, de la 
documentación (cartillas sanitarias) de dos perros se advierte 
que nacieron con posterioridad a la fecha de la denuncia que 
originó el presente expediente. En tercer lugar, y a tenor de las 
fechas de nacimiento del resto de los perros, obrantes en la do-
cumentación presentada y teniéndose en cuenta el contenido 
del artículo 17 de la citada Ley 11/2003, se llega a la conclu-
sión de que los seis perros restantes deberían haber estado 
identificados en la fecha de la denuncia (19.1.2006). Pues bien 
respecto a ello se ha de señalar que dos fueron identificados 
(certificado oficial de identificación de fecha 30.8.2007) con 
una posterioridad de un año y medio después a la fecha de 
la denuncia (19.1.2006), circunstancia que sigue suponiendo 
la existencia de infracción. Y por último, no consta la fecha de 
identificación de los cuatros perros restantes, siendo la fecha 
de expedición de sus cartillas sanitarias (27.8.2007), única fe-
cha que figura en ellas −salvo en un caso que no aparece nin-
guna−, de fecha bastante posterior a la denuncia (19.1.2006). 

Consecuentemente, resulta evidente la existencia de la 
infracción sancionada.

Quinto. No obstante, del expediente se desprende que al 
recurrente se le ha considerado que ha cometido una tercera 
infracción, al no constar la cartilla sanitaria donde figure la 
vacunación.

Al respecto se ha de señalar que a tenor de lo dispuesto 
en el art. 8.3 y 4 de la Ley 11/2003 y el art. 3.2 del Decreto 
92/2005, de 29 de marzo, por el que se regula la identifica-
ción y los registros de determinados animales de compañía en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, se llega a la conclusión 
de que para disponer de cartilla sanitaria, donde hacer constar 
la vacunación o cualquier otro tratamiento sanitario, previa-
mente es preciso la identificación del animal.

Consecuentemente, teniéndose en cuenta que ya se ha 
sancionado al recurrente por no identificar a los animales, se 
considera que no resulta adecuado sancionarlo por una infrac-
ción derivada como sería la correspondiente a la carencia de 
la cartilla sanitaria (donde conste la vacunación o tratamiento 
sanitario).

En relación con ello y constando en el expediente la exis-
tencia de tres infracciones, con tres tipificaciones diferentes, 
siendo sancionadas cada una por un importe de 2.000 euros, 
se considera que debe anularse una de ellas, la correspon-
diente al art. 39.b), reduciéndose la sanción total impuesta 
hasta fijarse en 4.000 euros (2.000+2.000 euros).

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación, 

R E S U E L V O

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por 
don Carlos María Hidalgo Santa Cruz contra la resolución de 
la Ilma. Sra. Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía 
en Granada, de fecha 4 de junio de 2007, recaída en el expe-
diente sancionador núm. GR-306/06-PA (S.L. 2008/55/610), 
en el sentido de reducir la sanción total hasta fijarla en 4.000 
euros (cuatro mil euros).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 

su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 4 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 4 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por don Mi-
guel Ángel Mesa Capilla, Apartamentos Sierra Nevada, 
S.L., recaída en el expediente 18-000145-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a Mi-
guel Ángel Mesa Capilla, Apartamentos Sierra Nevada, S.L., 
de la resolución adoptada por el Secretario General Técnico 
al recurso administrativo interpuesto contra la dictada por el 
Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada, 
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no 
haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose a 
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 15 de diciembre de 2008. 
Visto el recurso de alzada interpuesto y en base a los si-

guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 2.11.2007 la Delegada del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Granada dictó la resolución de referen-
cia, por la que se impone a Apartamentos Sierra Nevada, S.L., 
una sanción de 500 € de conformidad con los antecedentes 
de hecho y fundamentos de derecho contenidos en la misma, 
a la que nos remitimos íntegramente.

Segundo. Contra la anterior resolución el interesado inter-
puso recurso de alzada, alegando lo que a su derecho convino.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. De conformidad con el artículo 89.5 de Ley 
30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Ad-
ministraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, se transcribe el informe de la Delegación del Gobierno 
de 4 de febrero de 2008, en el que se argumenta, para el 
presente caso, la ausencia de irregularidades administrativas 
en materia de consumo:

“Posterior a la Resolución del 31.10.07 y notificación el 
14.11.07 se recibe con fecha de entrada en la Delegación del 
Gobierno el día 17.12.07, por parte de la Delegación Provincial 


